INICIATIVA QUE REFORMA LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO
El 23 de septiembre de 2009, el diputado Pedro Vázquez González del PT presentó una iniciativa que reforma la Ley de Instituciones de Crédito a fin de garantizar la operatividad de las áreas jurídicas y de cobranza de las instituciones de crédito mediante la prohibición de la participación de despachos jurídicos externos a ellas en sus operaciones de recuperación de cartera vencida.

La reforma prevé:

· La obligación para las instituciones de crédito de contar con un área jurídica y de cobranza encargadas de la negociación con los clientes con problemas de pago y morosos. 

· La prohibición de ceder la cartera a terceros para que éstos ejerzan la recuperación de la misma.  Ninguna institución crediticia podrá suplir las funciones y servicios que realice su área jurídica con los servicios que ofrezcan despachos jurídicos externos a la institución en materia de recuperación de créditos y cartera vencida. 

Esta prohibición también se establece para las operaciones que las instituciones pueden realizar con terceros (comisionistas). De conformidad con lo anterior, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) no podrá disponer u otorgar, en ningún caso y por ningún motivo, permisos para la contratación de dichas áreas o empresas para litigar a nombre de alguna institución de crédito, ni aún por acuerdo de su Junta de Gobierno.

· La facultad de la CNBV para solicitar a las instituciones toda la información relativa a los resultados y desempeños de las actuaciones jurídicas derivadas de las necesidades requeridas para su buen desempeño. Asimismo, la Comisión podrá realizar observaciones y amonestaciones cuando el área jurídica de la institución cometa actos que causen demérito al código de ética de dicha institución
· La obligación para las áreas jurídicas de las instituciones de crédito de proceder en sus actuaciones legales conforme al código de ética que les corresponda, para el buen desarrollo interno de la empresa y para todo tipo de relación con los clientes.  Dichas áreas deberán prever en todo momento los daños y perjuicios a terceras personas. 

La iniciativa ya fue turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara de Diputados para su estudio. 
